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   TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 
SALA CIVIL - FAMILIA
Pereira, veintitrés de abril de dos mil nueve
Magistrado Ponente: Fernán Camilo Valencia López 

Referencia: Expediente 66001-31-03-001-2007-00012-01


Se decide el recurso de apelación interpuesto por la parte actora contra la sentencia de fecha 29 de abril de 2008, proferida por el Juzgado Primero Civil del Circuito, en el proceso ordinario seguido por Alberto Calderón Betancourt contra José Rodrigo Zapata Aguirre.


I. EL LITIGIO


En la demanda con que se abrió el proceso en mención, se pidió se declare que el demandado ha incumplido el contrato de promesa de compraventa que junto con el actor suscribió el 5 de octubre de 2005; se le obligue  “a firmar el respectivo título  sobre la porción que detenta en el inmueble identificado con el folio de matrícula inmobiliaria 290-69260”; se le condene a pagar $20.000.000 a título de indemnización por los perjuicios sufridos; se comunique lo resuelto al Juzgado Quinto Civil del Circuito; y se le condene en costas “en caso de oposición.”

Para sustentar sus pretensiones, se reseñaron en la demanda  los hechos que a continuación pasan a resumirse:


Los señores Betancourt Calderón y Zapata Aguirre han sido comuneros de un lote de terreno con casa de habitación, situado en el paraje de “El Placer”, Corregimiento de Combia de Pereira, identificado con el folio real ya citado, del cual se suministran sus linderos. El demandado, mediante documento privado, prometió en venta al demandante la mitad de dicho inmueble habiéndose pactado como precio la suma de $34.000.000, los cuales fueron pagados “con anterioridad” como se manifestó en el contrato. Sin embargo, se afirma que el verdadero precio fue el de $50.000.000 que se pagaron íntegramente, y fueron representados por una casa de habitación en la urbanización “Cachipay” que se transfirió a Zapata Aguirre por Luz Adriana Álvarez García, quien obraba a nombre de su tía Marina García Giraldo, tomada en $35.000.000; $5.000.000 en efectivo, y $10.000.000 “fruto de la venta de posesiones sobre cuatro lotes integrantes del bien objeto del litigio.” Se aduce, que “la trama”, incluyó la venta por el demandado de un lote a la citada García Giraldo, el que había sido adquirido por el vendedor de Martha Lucía García, hermana de Marina y esposa de Alberto Calderón Betancourt, en la que al aclararse los linderos consignados en la escritura pública respectiva, se perturbaron los del lote propiedad de las partes. 
            Se expresa, enseguida, que a la suscripción del contrato prometido que habría de celebrarse el 5 de enero de 2006 a las tres de la tarde, en la Notaría Primera de Pereira, no acudieron los contratantes porque el demandado estuvo enfermo de consideración y le pidió al demandante que aplazaran la diligencia para otro día. Empero, cuando éste solicitó que se hiciera la escritura, el señor Zapata Aguirre se negó, argumentando que su parte valía $75.000.000 y además, de manera injusta instauró un proceso divisorio y se hizo embargar la cuota que le correspondía por medio de un proceso ejecutivo, todo lo cual ha causado gran aflicción al actor. 


2. Admitida a trámite la demanda, fue contestada por el demandado en forma directa por ser abogado titulado,  oponiéndose a las pretensiones y negando, entre otros hechos, la realidad de la promesa de compraventa, al alegar que solo fue una formalidad solicitada por Calderón Betancourt para pedir un préstamo, a lo que accedió habida cuenta de la larga amistad que han mantenido, y ya que nunca recibió los $34.000.000, aunque dice que sí habían acordado que el precio para una eventual negociación era de $70.000.000 “de los cuales el suscrito no ha recibido un solo centavo, pero sin embargo (sic) luego le hice ofertas y planteado nuevos negocios para que me compre…”. Igualmente, aduce que la compraventa formalizada con Luz Adriana Álvarez García es ajena a sus negocios con el actor, lo mismo que los dineros en efectivo que se mencionan en la demanda y la venta de posesión de los lotes que realizó en forma directa el demandante y aunque, él las elaboró, no las suscribió ya que advirtió que no lo haría hasta que se le entregara su parte del precio habida cuenta de su condición de comunero. Más adelante, y respecto de la fecha en que debían acudir a la celebración del contrato, dijo que ante la imposibilidad de que se obtuviera el crédito “deshicimos verbalmente la presunta promesa de compraventa”; propuso a Calderón que le comprara y como éste no aceptó sus propuestas, inició el proceso divisorio. Opuso excepciones que denominó “no se acordó el precio real en la presente constancia de compraventa ni los linderos son los reales, además hubo mutuo disenso tácito”; y “de contrato no cumplido”.

3. Surtida la actuación de rigor, se dictó la sentencia que puso fin a la primera instancia procesal, en el sentido de no acceder a las pretensiones del actor. El Juzgado no encontró óbice alguno para concluir que estaba demostrada la relación bilateral establecida entre las partes; y que el contrato de promesa en que se fundan las aspiraciones del actor reunió los requisitos contenidos en el artículo 89 de la ley 153 de 1887. En cuanto a que el promitente vendedor no se presentó a la Notaría, discurrió que en efecto incumplió el pacto y a la fecha está en mora de suscribir el instrumento, pero esta circunstancia no dificulta considerar que no basta acreditar el incumplimiento sino que al demandante correspondía probar que estuvo presto a satisfacer los requerimientos que la convención le imponía y, como no lo hizo, fracasan sus pretensiones. En efecto, a partir de allí, la sentencia apelada se ocupa de analizar el material probatorio para afirmar que la controversia acerca de si se pagó o no el precio, se resuelve a favor del demandado, porque no tuvieron respaldo las afirmaciones de la demanda acerca de que el precio se pagó en la forma como allí se relató, ya reseñada. En tal sentido, se afirma, la negociación de la casa de Cachipay fue ajena a la que existió entre las partes, como se desprende de la prueba documental aportada y de las declaraciones de las protagonistas del hecho; y las otras sumas se comprobó, correspondían a otros rubros.


4. Esta decisión fue apelada por la parte demandante, quien ha sustentado el recurso exclusivamente en relación con un punto, y es el de que no encuentra asidero jurídico en las conclusiones del Juzgado, que a pesar de considerar que la promesa cumple las exigencias legales y que fue incumplida por el demandado, desconoce que en ella se manifestó por él que había recibido la suma pactada como precio por ambas partes. De allí que afirme que “hay que recordar que estamos frente a un profesional del derecho y por lo tanto es conocedor de los requisitos legales para llevar a cabo una promesa de compraventa, y más aún manifestanto tácitamente (sic) que haberlos recibido a satisfacción los $34.000.000 millones de pesos (sic).” En consecuencia, el señor Zapata Aguirre tiene el deber de suscribir la escritura pública prometida y debe darse satisfacción a las súplicas de la demanda. 


         

Por su parte, el demandado presentó memorial para reclamar la confirmación del fallo apelado. Alega que el demandante ha confundido el negocio que él hizo con Marina García Giraldo, con la “presunta” promesa de compraventa de que trata el proceso, y que el señor Calderón deshizo cuando no le resultó el préstamo para el cuál se firmó dicho contrato. Aduce que al responder el interrogatorio de parte, el actor admitió que no entregó dinero alguno porque no tenía con qué comprarle, lo que da razón al a-quo cuando concluyó que el promitente comprador no había pagado precio alguno, aunque, dice, esta dispuesto a hacer la respectiva escritura cuando efectivamente se le pague lo que le corresponde ya que no está interesado en seguir en la copropiedad. 

II. CONSIDERACIONES DEL TRIBUNAL

Para entrar de una vez en el meollo del asunto, ya que se advierte la concurrencia de los presupuestos procesales y no hay nulidades que declarar, ha de observarse la patente incongruencia de la posición adoptada por la parte demandante, que en la sustentación del recurso se ha  distanciado en forma notable de los argumentos de orden fáctico que enunció en su demanda. Ya tuvo oportunidad de anotarse en la recensión que se hizo al comienzo de este fallo, que el señor Calderón Betancourt adujo que el precio de la compraventa de un total de $50.000.000 fue pagado a Zapata Aguirre de una manera mixta: parte en efectivo, por la venta de la posesión de unos lotes, y el resto, y representando la suma $35.000.000, una casa de habitación situada en la Urbanización Cachipay que estaba a nombre de Luz Adriana Álvarez García, pero que era de Marina García. El Juzgado en certero análisis probatorio dedujo que no había pruebas que acreditaran la hipótesis de que el pago del precio se hubiera consumado de tal forma porque, fundamentalmente el negocio de este inmueble fue ajeno a los que se refieren al lote del que son comuneras las partes; y el dinero en numerario correspondía a gastos notariales. Por tanto, concluyó, el actor no había probado que hubiere cumplido lo que le incumbía de las obligaciones contractuales y desechó las súplicas. Este examen y las conclusiones del a-quo sobre la materia no merecieron ninguna refutación del apelante, lo que pone de presente que podría eventualmente considerarse que la sustentación no se cumplió puesto que no se esgrimió la pertinente crítica jurídica que condujera a evidenciar los errores del a-quo, y a la consiguiente revocatoria de la decisión impugnada. 

Sin embargo, la Sala habrá de examinar primero los argumentos que la parte demandante ha venido a invocar en esta instancia, entendiendo por supuesto, que el actor varió sustancialmente como ya se dijo, el escenario fáctico que pintó en la demanda, para ahora sostener que tal como se dijo en la promesa de compraventa, el demandado reconoció haber recibido los $34.000.000 que alli se hizo constar constituían el precio y que, por tanto, quedó obligado a suscribir la escritura púbica prometida y lo incumplió. Abandonó, entonces, la tesis de que el precio pactado era otro y que se pagó de varias formas. Mas, se olvida en este planteamiento que en relación con los contratantes lo que se afirme sobre el precio, puede desvirtuarse por cualquier medio probatorio. Si esto se ha sostenido por la jurisprudencia cuando se han hecho afirmaciones relativas al pago del precio en la escritura pública, nada se opone a que la misma consideración se formule frente a una promesa de compraventa. Distinto fuera cuando la afirmación contenida en el contrato se tratara de enfrentar por terceros, caso en el cual saldría indemne del ataque.
 Porque, es de anotar, en el procedimiento civil nacional rige el principio de la libre actividad probatoria de las partes para demostrar los hechos relevantes al derecho que se debata y las excepciones planteadas, para los cuales han de servirse de cualquiera de los medios de prueba que enumera el artículo 175 de tal obra, salvo casos muy concretos.  


De tal modo, que inexistente restricción probatoria respecto de las afirmaciones que las partes hicieron sobre el precio en la promesa de compraventa, bien podía acudirse a otros medios para acreditar contra ella. Así que la manifestación que recalca la apelante, en el sentido de que el doctor Zapata Aguirre recibió el dinero a su suscripción no es inatacable por los propios contratantes y como se verá, fue desmentida en el curso del proceso. Además, debe decirse que el texto de la promesa en cuanto atañe con esta cuestión, es bastante ambiguo, ya que si bien primero se dice que el promitente vendedor recibió a entera satisfacción el precio, luego se afirma que la entrega del imueble al comprador “se le hará al pago total del precio pactado, es decir, el día cinco (5) de enero de 2006 en la Notaría Primera del Círculo de Pereira…cuando se elabore la Escritura Pública.”
 De suerte que si en el propio contrato se hacen afirmaciones diversas sobre una misma circunstancia, que llevan a interrogar si al fin fue lo uno o lo otro, la especie queda más vulnerable a que enfrentados los contratantes sobre el punto, puedan esgrimir cualquiera clase de pruebas en orden a darle o quitarle mérito a sus imprecisas declaraciones contractuales. 

Desde luego que al triunfo de la teoría que vino a exponerse en la sustentación del recurso, poco le aporta el interrogatorio de parte que absolvió el demandante, cuando con toda claridad y como se ha aducido por el demandado, declaró que: “Yo no hice entrega de nada, yo no tengo plata para pagarle, el negocio se hizo con él ya habiendo hablado con mi cuñada que la diera la casita por el cincuenta por ciento más el lote de ocho metros…”.
 Así que si no entregó los $34.000.000 del precio, se ha contraprobado que esa mención del contrato, la misma en la que se funda la alzada, no correspondió con la realidad. 

Y si de discurrir sobre tratar sobre el planteamiento dejado expósito en el recurso, poco habría que añadir a las consideraciones del a-quo, porque el material probatorio no lo respalda. No hay cómo extraer del mismo inferencias que permitan asegurar en forma cierta que hubo algún vínculo entre la promesa citada y el negocio de la casa que aparecía a nombre de Luz Adriana Álvarez García, pero era de Marina García Giraldo, que fuera transferido a Zapata Aguirre. Al respecto puede apreciarse que la declaración de ésta última
, que tenía porqué saberlo, no precisa que el devenir transaccional hubiera acaecido de la manera como se consignó en la demanda, aludiendo a que se presentó entre ella y aquél, una permuta. Así dijo dicha señora: “…el señor Rodrigo me vendió a mí ese lote con una casita por una casa que yo tenía en Cachipay, la Manzana D, Casa 45 y cinco millones de pesos, la casa ya no estaba a nombre mío porque yo viajé al exterior y le hice las escrituras a mi sobrina Adriana Álvarez García, que por si a mí  me pasaba algo no se perdiera la casa, cuando yo hice el negocio con Rodrigo Zapata ella le pasó la casa a él y se le dio el resto de la plata que se le debía…el señor me hizo una escritura donde también cogía otra propiedad que yo tenía enseguida, él me hizo una escritura del lote”. Y en efecto, al expediente se anexaron copias de las escrituras públicas 5969 y 5970 de la Notaría Cuarta del Círculo de Pereira de 30 de septiembre de 2005,
 que dan cuenta, de que efectivamente se presentó entre dichas personas un cambio de propiedades en instrumentos independientes. En ese mismo sentido apunta el recibo que se adjuntó a la demanda por $3.500.000
 que se entregaron al demandado por “gastos notariales y de escrituración”, para un total efectivo de $5.000.000, que reconoció la declarante pagó en efectivo. Hay también que considerar, que cuando se suscribió la promesa el 5 de octubre de 2005, ya se habían firmado las escrituras, lo que hace ver que una y otras, tuvieron un marco de desarrollo temporal diferente. Obviamente no se le abona valor a la atestación de la esposa del demandante que respalda su versión, por los intereses que tiene en el asunto, la misma que fue desestimada por la propia testaferro, que se limitó a cumplir las órdenes de su tía en cuanto a la suscripción de la escritura y dijo desconocer los compromisos que hubiera entre las partes. 

De suerte que lo fundamental para la decisión es la circunstancia de que el demandante no satisfizo los supuestos de hecho de su demanda, y al no acreditarse que se tratara de contratante cumplido como que no pagó el precio convenido, no estaba en condiciones de ejercer con visos de prosperidad las acciones que alternativamente le confería el artículo 1546 del Código Civil, así que su anhelo de obtener el cumplimiento del contrato quedó frustrado. Como de tiempo atrás, asegura la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia: 

“La acción de cumplimiento de un contrato corresponde exclusivamente al contrante que ha cumplido por su parte sus obligaciones contractuales, porque de este cumplimiento surge el derecho de exgir que los demás cumplan las suyas; de modo que para el ejercicio legalmente correcto de esta acción no basta que el demandado haya dejado de cumplir las prestaciones a que se obligó, sino que es indispensable también que se haya colocado en estado legal de mora, que es condición previa de la exigibilidad, para lo cual es preciso que el contratante demandante haya cumplido por su parte las obligaciones que el contrato bilateral le imponía o que está pronto a cumplirlas en la forma y tiempo debidos, porque de otra manera el demandado no sería moroso en virtud del principio, consagrado en el art. 1609 del C.C., que traduce en fórmula positiva el aforismo de que “la mora purga la mora”. Y como dice Alessandri Rodríguez, si el comprador tiene un plazo para pagar, y el vendedor otro para entregar, y ambos dejan pasar sus plazos, ninguno de los dos está en mora, porque la mora del uno purga la mora del otro”.


Sin necesidad de más consideraciones vista la parvedad de la sustentación, se dará respaldo a la sentencia apelada. Las costas del recurso serán a favor del demadado (art. 392-3 del Código de Procedimiento Civil). 




       III. DECISION:


A mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala Civil – Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia de 29 de abril de 2008, proferida por el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira, en el proceso ordinario adelantado por Aberto Calderón Betancourt contra José Rodrigo Zapata Aguirre. Costas del recurso a cargo del apelante. 
Cópiese, notifíquese y cúmplase

Los Magistrados,  

Fernán Camilo Valencia López 
Claudia María Arcila Ríos
Gonzalo Flórez Moreno
� Sobre el particular puede consultarse la sentencia de 24 de abril de 1986, de la que fuera ponente el H. Magistrado, Doctor Héctor Marín Naranjo.  


� Folio 31, c. 1. 


� Folio 2, c. 3. 


� Folios 1, c. 2. 


� Folios 6 y 7, y 8 a 10, c. 1. 


� Folio 18, c. 1. 


� G.J. LX, 686; XC, 79. 
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